
Santiago, catorce de marzo de dos mil veinticinco.

Vistos:

En estos autos N°7.921-2024 se ha conocido recurso de queja interpuesto 

por  el  abogado  don  Andrés  Roberto  Téllez  Ravena,  apoderado  de  la  parte 

querellante,  en  autos  sobre  cuasidelito  de  homicidio  en  la  persona  de Andrés 

Felipe Andueza Becerra, seguidos ante el Juzgado de Garantía de Mariquina en 

causa RUC 1.800.178.576-8, RIT 167-2018,  en contra de los integrantes de la 

Primera Sala de la Corte de Apelaciones de Valdivia,  en razón de las faltas o 

abusos en que habrían incurrido al confirmar la resolución que declaró prescrita la 

acción penal y sobreseyó total y definitivamente los antecedentes.

Expuso el quejoso que, con motivo de la denuncia efectuada a Carabineros 

debido al fallecimiento del hijo del querellante, acaecido el 20 de febrero de 2018, 

se dio origen a una investigación por parte de la Fiscalía Local de la ciudad de San 

José de la Mariquina. El 28 de febrero de 2018, se remitió informe de autopsia por  

parte del Servicio Médico Legal de la ciudad de Valdivia, el cual concluyó que la 

causa de muerte de la víctima obedeció a un politraumatismo, con lesiones vitales 

compatibles con aplastamiento por tractor. Se interpuso querella el 27 de mayo de 

2018, lo que motivó una serie de diligencias investigativas. El 6 de enero de 2022 

se pidió audiencia de formalización del imputado, reiterándose tal petición el 15 de 

febrero  de  2022.  En  los  meses  de  marzo,  mayo  y  noviembre  de  2023  la 

querellante volvió a instar por la formalización, lo que fue pedido por el Ministerio  

Público sólo el 10 de enero de 2024. Se formalizó al imputado el 22 de enero de 

2024 y su defensa,  el  26 de enero de 2024, solicitó audiencia para discutir  su 

sobreseimiento, lo que se decretó en la audiencia de 8 de febrero de 2024.

Explica  que  la  querellante  apeló  de  dicha  decisión,  juntamente  con  el 

Ministerio Público, confirmándose la decisión de primer grado por los recurridos el 

20 de febrero de 2024.
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En  concepto  de  la  recurrente,  la  falta  grave  en  que  han  incurrido  los 

Ministros recurridos consistió en la dictación del sobreseimiento definitivo en una 

causa penal, fuera de los supuestos legales, infringiendo con ello lo dispuesto en 

el artículo 96 del Código Penal, en relación con el artículo 7° del Código Procesal  

Penal;  y,  consecuentemente,  en  negar,  infundadamente,  la  expectativa 

constitucionalmente reconocida a las víctimas de ejercer la acción penal, conforme 

lo  previsto  en  el  artículo  83  inciso  segundo  de  la  Constitución  Política  de  la 

República.

Al informar, los recurridos señalaron que, cuando el legislador estableció 

que la formalización de la investigación suspende el curso de la prescripción de la 

acción penal, quiere decir que el cómputo de la prescripción sólo se ve afectada 

por la formalización de la investigación y no tiene dicho efecto la querella que se 

dedujo con anterioridad. Cualquier interpretación contraria a lo señalado obliga al 

juez a dejar siempre sin aplicación una norma expresa legal, vigente y especial en 

la materia, como lo es el artículo 233, letra a) del Código Procesal Penal. En el 

caso de marras, se aplicó ese criterio, que tiene el debido sustento legal, como lo 

dice la misma sentencia en cuestión, la que se impugna por esta vía.

Por dictamen de 26 de marzo de 2024 se trajeron los autos en relación.

Considerando:

Primero: Que, el recurrente sostiene que la falta grave que atribuye a los 

Ministros recurridos se verifica con ocasión de la resolución de 20 de febrero de 

2024, que incurre en graves errores de Derecho consistentes en determinar que la 

formalización  de la  investigación  es  la  única  actuación  capaz  de suspender  o 

interrumpir la prescripción, contrariando con ello el tenor expreso del artículo 96 

del Código Penal, conforme al cual, el plazo de prescripción de la acción penal se 

suspende desde que el procedimiento se dirige en contra del imputado.
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Expone que la falta denunciada le ocasiona un grave perjuicio, negándosele 

la  legítima expectativa  que  tiene  de  ejercer  la  acción  penal  pues,  contrario  a 

derecho, se limitaron los efectos suspensivos de la prescripción a la sola hipótesis 

contenida  en  el  artículo  233  del  Código  Procesal  Penal,  por  efecto  de  la 

formalización, en circunstancias que la ley, la doctrina y la jurisprudencia que cita 

han llegado a la conclusión que cuando la víctima ejerce la acción penal a través 

de una querella criminal, por hechos que le afectaron y, más aún, cuando ella se 

dirige contra persona determinada, alcanza el mismo efecto suspensivo pues, el 

procedimiento se ha dirigido formalmente contra el imputado.

Agrega que la ley no excluye —ni podría excluirlo sin grave violación del 

derecho a la acción que tiene toda persona, elemento constitutivo del derecho a 

un  justo  proceso—  el  derecho  de  presentar  querella  por  la  parte  ofendida, 

adquiriendo la calidad de querellante e interviniente en la causa, provocando la 

suspensión de su decurso, para efectos de la prescripción de la acción penal.

En su concepto, sería absurdo ejercer la acción penal y que el lapso de 

prescripción  siga  corriendo  como  si  nada  procesalmente  hubiese  acontecido. 

Agrega  que  el  propio  Juez  de Garantía,  en  su  decisión  de  primera  instancia, 

reconoce explícitamente que la querella es un mecanismo idóneo para suspender 

la prescripción de la acción penal, lo cual no fue reconocido posteriormente por los 

señores Ministros de la Primera Sala de la Corte de Apelaciones de Valdivia.

Segundo: Que,  a  efectos  de  resolver  adecuadamente  este  asunto,  es 

importante tener en cuenta que, en la causa seguida ante el Juzgado de Garantía 

de Mariquina, se determinó la prescripción de la acción penal, habida cuenta que, 

entre  los  hechos  investigados  —  y  que  correspondieron  a  un  cuasidelito  de 

homicidio— y la formalización de la investigación transcurrieron casi seis años. 

Debido a lo anterior, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 233 del código 

adjetivo,  se determinó el  sobreseimiento  total  y  definitivo de los  antecedentes, 

decisión que fue apelada y confirmada por la Corte de Apelaciones de Valdivia.
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Tercero: Que,  en este contexto,  los jueces recurridos estimaron que,  al 

tenor del artículo 233 letra a) del Código Procesal Penal, lo que suspende el curso 

de  la  prescripción  de  la  acción  penal  es  únicamente  la  formalización  de  la 

investigación  y,  de  forma  tal  que  al  momento  en  que  se  produce  dicha 

comunicación, la acción penal había prescrito.

Dicha calificación  no es  sino el  resultado de un proceso interpretativo  y 

valorativo de parte de los jueces,  pues importa analizar  cuál  actuación jurídica 

tiene el efecto de interrumpir, en sede penal, el decurso de la prescripción, labor 

de interpretación que resulta privativa de los sentenciadores del fondo.

Cuarto: Que, conviene tener en cuenta que el recurso de queja, en tanto 

persigue modificar,  enmendar o invalidar resoluciones pronunciadas con falta o 

abuso,  constituye  un  medio  extraordinario,  disciplinario  y  fuera  de  la  línea 

recursiva  jurisdiccional,  destinado  a  corregir  la  arbitrariedad,  producida  por  la 

infracción  a deberes  ministeriales  en el  dictado de una sentencia,  mediante  la 

imposición  de  medidas  disciplinarias  a  los  recurridos  ante  la  existencia  de  un 

perjuicio  que afecte  al  recurrente,  manifestado en un error  grave y  notorio  de 

hecho o de derecho.

Quinto: Que, establecido el marco jurídico-fáctico de la discusión, las faltas 

o abusos se configurarían sobre la base de la ilegalidad o arbitrariedad cometida 

por  Ministros  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Valdivia  al  interpretar  las 

disposiciones legales  pertinentes  a la materia  y  al  apreciar  los hechos de una 

forma que a la quejosa le parece censurable, explayándose en el desarrollo del 

recurso sobre aquella que estima correcta.

Sexto: Que, atendiendo a los fundamentos dados por los recurridos para 

resolver  de la manera que ha sido reclamada,  lo cierto es que se trata de un 

asunto que puede admitir diversas interpretaciones en torno a determinar cuáles 

actuaciones  resultan  idóneas  para  interrumpir  o  suspender  los  plazos  de 
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prescripción en materia penal, lo cual conlleva a que una determinada posición 

frente al sentido de una norma jurídica no pueda constituir falta o abuso grave que 

deba ser enmendada por la vía disciplinaria, pues se trata del ejercicio del derecho 

privativo que la ley confiere a los jueces en la interpretación  de los preceptos 

legales aplicables a los asuntos de que deben conocer.

Por  estas  consideraciones y visto,  además,  lo dispuesto en los artículos 

540, 545 y 549 del Código Orgánico de Tribunales, se rechaza el recurso de queja 

deducido  por  el  abogado  don  Andrés  Roberto  Téllez  Ravena,  en  favor  del 

querellante don Juan Pedro Andueza Fouque, en contra de los Ministros de la 

Corte de Apelaciones de Valdivia.

Regístrese y archívese.

N°7.921-2024.
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Pronunciado por la Segunda Sala de la Corte Suprema integrada por los
Ministros (as) Manuel Antonio Valderrama R., María Teresa De Jesús
Letelier R., Maria Gajardo H., Ministro Suplente Roberto Ignacio Contreras
O. y Abogada Integrante Leonor Etcheberry C. Santiago, catorce de marzo
de dos mil veinticinco.

En Santiago, a catorce de marzo de dos mil veinticinco, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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